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Número UEC/DAJ/M/0058/2014 
Palacio Legislativo, a 31 de marzo de 2014 

 
Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 

Judicial de la Federación correspondientes al mes de marzo de 2014. 
 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación publicados en el mes de marzo de 20141, 
se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la Unidad de Evaluación y 
Control: 
INICIO 
FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

No se ubicaron publicaciones en estas materias 

 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

SUSPENSIÓN DEL EMPLEO, CARGO O COMISIÓN EN EL SERVICIO PÚBLICO. SUS DIFERENCIAS CON LA 
INHABILITACIÓN TEMPORAL Y LA DESTITUCIÓN DE SERVIDORES PÚBLICOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MÉXICO). 

INHABILITACIÓN TEMPORAL PARA DESEMPEÑAR EMPLEOS, CARGOS O COMISIONES EN EL SERVICIO 
PÚBLICO Y DESTITUCIÓN DEL EMPLEO, CARGO O COMISIÓN. SUS DIFERENCIAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO). 

INHABILITACIÓN TEMPORAL PARA DESEMPEÑAR EMPLEOS, CARGOS O COMISIONES EN EL SERVICIO 
PÚBLICO. SU IMPOSICIÓN, TIENE COMO CONSECUENCIA NATURAL LA DESTITUCIÓN DEL SERVIDOR 
PÚBLICO SANCIONADO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. EL HECHO DE QUE LO HAYA LLEVADO A CABO EL NUEVO 
TITULAR DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, NO EXIME DE RESPONSABILIDADES AL ANTERIOR QUE 
INEXCUSABLEMENTE DESACATÓ EL FALLO. 

 

GOBIERNO DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 

No se ubicaron publicaciones en esta materia 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

DECRETO DE REFORMA CONSTITUCIONAL PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE 
JUNIO DE 2011. PARA ESTABLECER SI UNA NORMA FUE DEROGADA POR SU ARTÍCULO NOVENO 
TRANSITORIO, ES NECESARIO UN ESTUDIO DE CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS POR AUTORIDAD 
JURISDICCIONAL COMPETENTE. 

ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. TODOS LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL PAÍS 
DEBEN IMPARTIR JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. SU FALTA DE ESTABILIDAD EN EL EMPLEO 
RESULTA COHERENTE CON EL NUEVO MODELO DE CONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA DE DERECHOS 
HUMANOS. 

 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 7, 14, 21 y 28 de marzo de 2014. 
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TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

CONTROL DIFUSO DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. SU APLICACIÓN ES DE NATURALEZA SUBSIDIARIA O 
COMPLEMENTARIA DEL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO. 

RESERVA QUE EL ESTADO MEXICANO HACE RESPECTO A UNA NORMA DE FUENTE INTERNACIONAL PARA 
QUE NO TENGA APLICACIÓN EN EL TERRITORIO NACIONAL. NO ES UNA NORMA JURÍDICA CUYA 
CONSTITUCIONALIDAD PUEDA SER CUESTIONADA EN AMPARO DIRECTO POR NO REUNIR LAS 
CARACTERÍSTICAS DE GENERALIDAD, PERMANENCIA Y ABSTRACCIÓN. 

VIOLACIONES FORMALES. FORMA DE APLICAR LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 151/2013 (10a.). 

JURISPRUDENCIA. SU APLICACIÓN NO DEBE GENERAR UN PROBLEMA DE POLÍTICA JUDICIAL. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2005881  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de marzo de 2014 09:53 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: P. V/2014 (10a.)  
 

DECRETO DE REFORMA CONSTITUCIONAL PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011. PARA ESTABLECER 
SI UNA NORMA FUE DEROGADA POR SU ARTÍCULO NOVENO 
TRANSITORIO, ES NECESARIO UN ESTUDIO DE CONSTITUCIONALIDAD DE 
NORMAS POR AUTORIDAD JURISDICCIONAL COMPETENTE. 
 
El citado precepto establece que se derogan todas las disposiciones que contravengan al decreto 
mencionado, lo que evidencia la existencia de una cláusula de derogación expresa indeterminada, 
en tanto ordena la derogación de ciertas disposiciones pero sin especificar cuáles son. Así, frente a 
la norma constitucional que deroga todas las disposiciones que se le opongan, el legislador 
ordinario debe ejercer sus facultades para modificar o derogar todos los ordenamientos que 
considere contravengan el numeral fundamental y, en tanto no lo haga, tales normas gozan de la 
presunción de vigencia y validez constitucional. Ahora bien, ante una real o supuesta omisión del 
legislador ordinario en derogar una norma que se considera contraviene los derechos humanos 
que, a partir de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
junio de 2011 reconocen la Constitución y los tratados internacionales de la materia, es necesario 
el estudio de constitucionalidad de normas por autoridad jurisdiccional competente, pues ello 
supone el contraste entre la norma cuestionada y la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
Amparo en revisión 447/2012. Televisora del Valle de México, S.A.P.I. de C.V. 14 de octubre de 
2013. Mayoría de ocho votos en relación con el sentido; votó en contra: José Ramón Cossío Díaz; 
mayoría de seis votos en relación con las consideraciones de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, con salvedades, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, con salvedades, Alberto Pérez Dayán y Juan N. Silva Meza; votaron en 
contra de las consideraciones: Margarita Beatriz Luna Ramos y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y José Fernando Franco González Salas. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. En su ausencia hizo suyo el asunto: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Juan Pablo Gómez Fierro. 
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Amparo en revisión 509/2012. Televisión Azteca, S.A. de C.V. 14 de octubre de 2013. Mayoría de 
ocho votos en relación con el sentido; votó en contra: José Ramón Cossío Díaz; mayoría de seis 
votos en relación con las consideraciones de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María 
Aguilar Morales, con salvedades, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, con salvedades, Alberto Pérez Dayán y Juan N. Silva Meza; votaron en contra de las 
consideraciones: Margarita Beatriz Luna Ramos y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ausentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. En su ausencia hizo suyo el asunto: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Juan Pablo 
Gómez Fierro. 
 
El Tribunal Pleno, el veintisiete de febrero en curso, aprobó, con el número V/2014 (10a.), la tesis 
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintisiete de febrero de dos mil catorce. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de marzo de 2014 a las 09:53 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2005942  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de marzo de 2014 11:03 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (III Región)5o. J/8 (10a.)  
 

CONTROL DIFUSO DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. SU APLICACIÓN ES 
DE NATURALEZA SUBSIDIARIA O COMPLEMENTARIA DEL SISTEMA 
JURÍDICO MEXICANO. 
 
De la interpretación sistemática y teleológica de los principios pro persona establecido en el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone que las 
normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con ésta y con los 
tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección 
más amplia, hermenéutico en materia convencional, previsto en el preámbulo de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, que reconoce que los derechos esenciales del hombre no 
nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como sustento los 
atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de 
naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los 
Estados Americanos, se advierte que la aplicación del control difuso ex officio en materia de 
derechos humanos es una herramienta de interpretación subsidiaria o complementaria del 
sistema jurídico mexicano, cuyo uso está condicionado a la optimización de la norma que la 
integra para maximizar la defensa de los ciudadanos cuando el derecho interno no alcanza para 
ese fin. Esto significa que la aplicación del mencionado control se realiza en suplencia de la 
deficiencia de la normativa interna; es decir, el juzgador no debe acudir directamente a la 
normativa internacional para buscar respuesta al asunto, en virtud de que, antes, por lógica y 
preferencia del derecho interno, deberá analizar cómo está establecido el derecho humano en 
controversia en los contenidos que existen en las reglas y los principios constitucionales, así como 
en la legislación ordinaria, para que, una vez que se determine mediante los razonamientos 
respectivos que el derecho fundamental no está protegido o, si lo está, no suficientemente en 
favor de la persona, se justifica que se realice el control difuso de convencionalidad ex officio. De 
no hacerse así, éste pudiera aplicarse sin restricción alguna, acudiendo de manera directa a la 
normativa internacional para resolver el caso, sin antes ponderar y justificar la insuficiencia o 
imperfección del derecho interno, pues no debe soslayarse que el sistema jurídico de cada Estado 
presenta características especiales que lo distinguen, por lo que de acuerdo a su situación, cada 
Nación deberá establecer cómo aplicar el control difuso de convencionalidad que lo haga 
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coherente con su derecho interno y, como consecuencia, que se logre la optimización de los 
derechos humanos. Además, es importante establecer que el sistema nacional prevé una serie de 
formalidades e instancias para que el gobernado haga valer sus derechos y se reparen sus posibles 
violaciones; por lo que si se acudiera directamente al control difuso de convencionalidad, se 
provocaría desorden e incertidumbre en la aplicación del derecho para la solución de los casos, 
pues podría pasar que existiendo solución en la normativa interna y sin agotarse sus recursos o 
instancias, se aplicara la normativa internacional, dispensando a la persona del cumplimiento de 
las cargas que le correspondían de acuerdo con el orden jurídico nacional, lo que es irrealizable y 
agrede la coherencia y la funcionalidad del sistema interno; máxime que la Constitución Federal, 
en su artículo 1o., condiciona que dicho control sea útil para optimizar el derecho humano, lo que 
constituye un presupuesto constitucional previo que el aplicador deberá ponderar para estar en 
condiciones de realizar o no el control citado. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA REGIÓN, CON 
RESIDENCIA EN MORELIA, MICHOACÁN. 
 
Amparo directo 684/2013. Felipe David Ordaz. 20 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jaime Uriel Torres Hernández. Secretaria: Sonia Suárez Ríos. 
 
Amparo directo 674/2013. Sergio Emilio Aldeco Ramírez. 20 de septiembre de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Ramón Rocha González, secretario de tribunal autorizado para 
desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 52, fracción V, del Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: Marvella Pérez Marín. 
 
Amparo directo 562/2013. María del Carmen Castillo Miranda. 25 de septiembre de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Ceja Ochoa. Secretaria: Verónica Aparicio Coria. 
 
Amparo directo 415/2013. Eusebio Alfaro López. 25 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. 
Ponente: Antonio Ceja Ochoa. Secretario: David Israel Domínguez. 
 
Amparo directo 549/2013. 25 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Uriel 
Torres Hernández. Secretaria: Sonia Suárez Ríos. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de marzo de 2014 a las 11:03 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de marzo de 
2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2005794  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de marzo de 2014 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XCIX/2014 (10a.)  
 

ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. TODOS LOS 
ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL PAÍS DEBEN IMPARTIR JUSTICIA CON 
PERSPECTIVA DE GÉNERO. 
 
De los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 6 y 7 de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
"Convención de Belém do Pará", adoptada en la ciudad de Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 
1994, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de enero de 1999 y, 1 y 16 de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, adoptada por la asamblea general el 18 de diciembre de 1979, publicada en el 
señalado medio de difusión oficial el 12 de mayo de 1981, deriva que el derecho humano de la 
mujer a una vida libre de violencia y discriminación es interdependiente del derecho a la igualdad; 
primeramente, porque este último funge como presupuesto básico para el goce y ejercicio de 
otros derechos y porque los derechos humanos de género giran en torno a los principios de 
igualdad y no discriminación por condiciones de sexo o género. Así, el reconocimiento de los 
derechos de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación y de acceso a la justicia en 
condiciones de igualdad, exige que todos los órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con 
perspectiva de género, que constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las 
barreras y obstáculos que discriminan a las personas por condición de sexo o género, es decir, 
implica juzgar considerando las situaciones de desventaja que, por cuestiones de género, 
discriminan e impiden la igualdad. De ahí que el juez debe cuestionar los estereotipos 
preconcebidos en la legislación respecto de las funciones de uno u otro género, así como actuar 
con neutralidad en la aplicación de la norma jurídica en cada situación; toda vez que el Estado 
tiene el deber de velar porque en toda controversia jurisdiccional donde se advierta una situación 
de violencia, discriminación o vulnerabilidad por razones de género, ésta sea tomada en cuenta a 
fin de visualizar claramente la problemática y garantizar el acceso a la justicia de forma efectiva e 
igualitaria. 
 
Amparo directo en revisión 2655/2013. 6 de noviembre de 2013. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a 
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formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo quien, no obstante, coincide con el criterio 
contenido en la presente tesis. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia 
Armengol Alonso. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de marzo de 2014 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2005994  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de marzo de 2014 11:03 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.1o.A.12 K (10a.)  
 

RESERVA QUE EL ESTADO MEXICANO HACE RESPECTO A UNA NORMA DE 
FUENTE INTERNACIONAL PARA QUE NO TENGA APLICACIÓN EN EL 
TERRITORIO NACIONAL. NO ES UNA NORMA JURÍDICA CUYA 
CONSTITUCIONALIDAD PUEDA SER CUESTIONADA EN AMPARO DIRECTO 
POR NO REUNIR LAS CARACTERÍSTICAS DE GENERALIDAD, PERMANENCIA 
Y ABSTRACCIÓN. 
 
Para que en un juicio de amparo directo proceda el examen de los argumentos propuestos para 
demostrar la inconstitucionalidad de normas generales es indispensable determinar, entre otros 
aspectos, la existencia o no de una norma general, que comprende tanto los actos formal y 
materialmente legislativos como otras disposiciones que, por su naturaleza intrínseca y en razón 
de sus efectos son materialmente legislativas, aun cuando formalmente no emanen del Congreso 
de la Unión ni de los Congresos Locales. En sentido amplio, las normas generales son aquellas 
reglas de comportamiento obligatorias que imponen deberes o confieren derechos que provengan 
de los órganos del Estado con competencia para expedirlas, con independencia del que las emite 
(Legislativo, Ejecutivo y Judicial), que gozan de las características de generalidad, permanencia y 
abstracción. Ahora bien, de conformidad con el artículo 89, fracción X, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, es facultad del presidente de la República, entre otras, 
manifestar una reserva respecto a la aplicación en el país de una norma de fuente internacional, lo 
cual constituye la manifestación del ejercicio de una facultad soberana de lo que el Estado admite 
o no del contenido de un tratado e impide que alguna disposición de una convención internacional 
se incorpore al orden jurídico nacional, es decir, la reserva es la exclusión de una parte del tratado 
y que, por ese motivo, no adquiere la categoría de norma general en los Estados Unidos 
Mexicanos. En otras palabras, la reserva es la exclusión que un Estado hace de una norma de un 
tratado internacional para que no se incorpore al derecho vigente de ese Estado, de conformidad 
con el diverso 2, apartado 1, inciso d), de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 
En consecuencia, la reserva no es una norma jurídica, sino el acto por virtud del cual un Estado 
soberano impide que la norma de fuente internacional tenga vigor en su territorio y, por ende, no 
puede ser objeto de control de la constitucionalidad en el juicio de amparo directo, en razón de 
que no contiene las características de generalidad, permanencia y abstracción que debe reunir. 
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Amparo directo 1047/2013. Firetrace USA, LLC. 9 de enero de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: Julio Humberto Hernández Fonseca. Secretario: José de Jesús Alcaraz Orozco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de marzo de 2014 a las 11:03 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2006019  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de marzo de 2014 10:03 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 1a. CXXII/2014 (10a.)  
 

SUSPENSIÓN DEL EMPLEO, CARGO O COMISIÓN EN EL SERVICIO PÚBLICO. 
SUS DIFERENCIAS CON LA INHABILITACIÓN TEMPORAL Y LA 
DESTITUCIÓN DE SERVIDORES PÚBLICOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MÉXICO). 
 
La sanción administrativa consistente en la suspensión del empleo, cargo o comisión, prevista en 
el artículo 49, fracción II, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios, del Estado de México, implica que la relación laboral de los servidores públicos con el 
órgano público en el cual desempeñan sus funciones quede en suspenso por el tiempo que dure la 
sanción, por lo que, a su término, podrán reincorporarse a aquéllas; a diferencia de lo que ocurre 
cuando se impone la sanción de destitución o inhabilitación previstas, respectivamente, en las 
fracciones III y V del citado precepto, en cuyo caso queda extinta la relación laboral originaria con 
el órgano público. 
 
Amparo directo en revisión 3683/2013. José Alarcón Fabila. 22 de enero de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2014 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2006017  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de marzo de 2014 10:03 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 1a. CXXI/2014 (10a.)  
 

INHABILITACIÓN TEMPORAL PARA DESEMPEÑAR EMPLEOS, CARGOS O 
COMISIONES EN EL SERVICIO PÚBLICO Y DESTITUCIÓN DEL EMPLEO, 
CARGO O COMISIÓN. SUS DIFERENCIAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MÉXICO). 
 
La destitución e inhabilitación temporal previstas, respectivamente, en el artículo 49, fracciones III 
y V, párrafo primero, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios, del Estado de México, son sanciones administrativas distintas, aun cuando la segunda 
trae aparejada, en muchos casos, la destitución laboral del servidor público. Lo anterior es así, 
toda vez que la inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el 
servicio público es el impedimento absoluto para laborar en la función pública por un tiempo 
determinado y la destitución simplemente implica la mera separación del cargo que desempeña 
un servidor público hasta la imposición de esta sanción. Así, cuando se impone únicamente como 
sanción la destitución, el servidor público, al no haber sido inhabilitado, no se enfrenta a 
impedimento alguno para acceder de nuevo al servicio público a partir de que cese el lapso de la 
destitución impuesta. Esto es, la sanción de inhabilitación es más grave que la de destitución, pues 
el servidor público no sólo enfrentará la destitución de su cargo, puesto o comisión, sino que 
estará impedido para desempeñar cualquier actividad dentro de la función pública por el tiempo 
que dure la inhabilitación impuesta. 
 
Amparo directo en revisión 3683/2013. José Alarcón Fabila. 22 de enero de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2014 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2006016  
Instancia: Primera Sala  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de marzo de 2014 10:03 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 1a. CXX/2014 (10a.)  
 

INHABILITACIÓN TEMPORAL PARA DESEMPEÑAR EMPLEOS, CARGOS O 
COMISIONES EN EL SERVICIO PÚBLICO. SU IMPOSICIÓN, TIENE COMO 
CONSECUENCIA NATURAL LA DESTITUCIÓN DEL SERVIDOR PÚBLICO 
SANCIONADO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 
 
La inhabilitación para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público es una 
sanción administrativa consistente en el impedimento absoluto para laborar en la función pública 
por un tiempo determinado. Ahora bien, para que opere dicha sanción prevista en el artículo 49, 
fracción V, párrafo primero, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios, del Estado de México, contra los servidores públicos en funciones, es necesario el cese 
de la relación laboral entre éstos y el órgano en el que se desempeñan. Así, la inhabilitación tiene 
como consecuencia natural la destitución del servidor público sancionado, es decir, la separación 
del cargo que venía desempeñando hasta la fecha de la imposición de la sanción. 
 
Amparo directo en revisión 3683/2013. José Alarcón Fabila. 22 de enero de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2014 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2006005  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de marzo de 2014 11:03 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: IV.1o.A.5 K (10a.)  
 

VIOLACIONES FORMALES. FORMA DE APLICAR LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
151/2013 (10a.). 
 
El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 145/2000, 
de rubro: "JURISPRUDENCIA. SU APLICACIÓN NO VIOLA LA GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD DE 
LA LEY.", estableció que la aplicación de la jurisprudencia a casos concretos iniciados con 
anterioridad a su emisión no viola el primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que su contenido no equivale a una ley en sentido 
formal y material, sino que solamente contiene la interpretación de ésta. Consecuentemente, al 
pretender aplicar la jurisprudencia 2a./J. 151/2013 (10a.), en la que la Segunda Sala del propio 
Tribunal estimó que la mención expresa del nombre de los servidores públicos que intervengan en 
actuaciones judiciales constituye un requisito para su validez, debe analizarse si la sentencia 
reclamada se emitió con anterioridad a noviembre de dos mil trece, cuando se publicó en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en cuyo caso, la autoridad responsable no estaba 
obligada a cumplir con la exigencia que en ella se prevé, por lo que ante la ausencia de dicho 
requisito, no podría estimarse ilegal tal actuación, ya que, de hacerlo, se le daría una aplicación 
retroactiva, que se encuentra prohibida en el artículo 14 de la Carta Magna. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 183/2013. Opifex, S.A. de C.V. 12 de diciembre de 2013. Unanimidad de votos. 
Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretario: Juan Fernando Alvarado López. 
 
Amparo directo 474/2013. Joel Guajardo Guajardo. 16 de enero de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretaria: Elsa Patricia Espinoza Salas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de marzo de 2014 a las 11:03 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2005979  
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Publicación: viernes 21 de marzo de 2014 11:03 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: IV.1o.A.6 K (10a.)  
 

JURISPRUDENCIA. SU APLICACIÓN NO DEBE GENERAR UN PROBLEMA DE 
POLÍTICA JUDICIAL. 
 
La política judicial está conceptualizada como el conjunto de estrategias para lograr una eficiente 
administración de justicia. En ese sentido, en la aplicación de la jurisprudencia los tribunales deben 
atender ese fin, de manera que un criterio jurisprudencial no puede utilizarse para generar un 
rezago injustificado en la impartición de justicia, porque se faltaría a ese objetivo de eficiencia. Por 
tanto, aunque en la jurisprudencia 2a./J. 151/2013 (10a.) se estableció que la mención expresa del 
nombre de los servidores públicos que intervienen en actuaciones judiciales constituye un 
requisito para su validez, los tribunales están impedidos para aplicar indiscriminadamente el 
criterio; en primer lugar, porque la jurisprudencia constituye el criterio unánime de cinco 
ejecutorias ininterrumpidas, aplicable sólo a casos análogos. En segundo lugar, porque declarar 
inválidas todas las actuaciones, lejos de beneficiar a las partes, podría perjudicarlas por el retraso 
injustificado en la resolución de la controversia. Así, la aplicación de una jurisprudencia debe servir 
como instrumento de seguridad jurídica que permita la resolución eficaz del problema análogo; en 
esos términos, el Poder Judicial de la Federación debe atender que su principal función es la 
impartición de una justicia pronta y expedita, por lo que aplicar una jurisprudencia sin observar el 
efecto negativo que dicha aplicación tendría en el rezago de la labor judicial, es una clara 
contravención a nuestro nuevo marco constitucional, pues éste pugna por brindar el mayor 
beneficio y protección de la persona, a través de un real y efectivo derecho de acceso a una 
justicia pronta, completa e imparcial. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 183/2013. Opifex, S.A. de C.V. 12 de diciembre de 2013. Unanimidad de votos. 
Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretario: Juan Fernando Alvarado López. 
 
Amparo directo 474/2013. Joel Guajardo Guajardo. 16 de enero de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretaria: Elsa Patricia Espinoza Salas. 
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Esta tesis se publicó el viernes 21 de marzo de 2014 a las 11:03 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2005825  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de marzo de 2014 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 21/2014 (10a.)  
 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. SU FALTA DE 
ESTABILIDAD EN EL EMPLEO RESULTA COHERENTE CON EL NUEVO 
MODELO DE CONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA DE DERECHOS 
HUMANOS. 
 
La actual integración de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que el 
criterio que ha definido a través de las diversas épocas del Semanario Judicial de la Federación, al 
interpretar la fracción XIV, en relación con la diversa IX, del apartado B del artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que los trabajadores de 
confianza al servicio del Estado sólo disfrutarán de las medidas de protección al salario y gozarán 
de los beneficios de la seguridad social, resulta acorde con el actual modelo de constitucionalidad 
en materia de derechos humanos y, por tanto, debe confirmarse, porque sus derechos no se ven 
limitados, ni se genera un trato desigual respecto de los trabajadores de base, sobre el derecho a 
la estabilidad en el empleo. Lo anterior, porque no fue intención del Constituyente Permanente 
otorgar el derecho de inamovilidad a los trabajadores de confianza pues, de haberlo estimado así, 
lo habría señalado expresamente; de manera que debe considerarse una restricción de rango 
constitucional que encuentra plena justificación, porque en el sistema jurídico administrativo de 
nuestro país, los trabajadores de confianza realizan un papel importante en el ejercicio de la 
función pública del Estado; de ahí que no pueda soslayarse que sobre este tipo de servidores 
públicos descansa la mayor y más importante responsabilidad de la dependencia o entidad del 
Estado, de acuerdo con las funciones que realizan, nivel y jerarquía, ya sea que la presidan o 
porque tengan una íntima relación y colaboración con el titular responsable de la función pública, 
en cuyo caso la "remoción libre", lejos de estar prohibida, se justifica en la medida de que 
constituye la más elemental atribución de los titulares de elegir a su equipo de trabajo, a fin de 
conseguir y garantizar la mayor eficacia y eficiencia del servicio público. 
 
Amparo directo 25/2012. Salvador Arroyo Barboza y/o Barbosa. 29 de mayo de 2013. Cinco votos 
de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández; Margarita Beatriz Luna Ramos 
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votó en contra de consideraciones y Luis María Aguilar Morales votó con salvedades. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos. 
 
Amparo directo 35/2012. Arturo Sánchez García. 29 de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros 
Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández; Margarita Beatriz Luna Ramos votó en contra de 
consideraciones y Luis María Aguilar Morales votó con salvedades. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos. 
 
Amparo directo 67/2012. Diana Guadalupe Paz Turrubiates. 5 de junio de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández; Margarita Beatriz Luna Ramos votó en 
contra de consideraciones y Luis María Aguilar Morales votó con salvedades. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 
 
Amparo directo 32/2012. Adán Fernando Chávez Fuentes. 12 de junio de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz. 
 
Amparo directo 55/2012. Gabriel Martínez Cruz. 12 de junio de 2013. Cinco votos de los Ministros 
Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández; Margarita Beatriz Luna Ramos votó en contra de 
consideraciones y Luis María Aguilar Morales votó con salvedades. Ponente: Luis María Aguilar 
Morales. Secretaria: Amalia Tecona Silva. 
 
Tesis de jurisprudencia 21/2014 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del diecinueve de febrero de dos mil catorce. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de marzo de 2014 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de marzo de 
2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
INICIO 
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CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. EL HECHO DE QUE LO HAYA 
LLEVADO A CABO EL NUEVO TITULAR DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, 
NO EXIME DE RESPONSABILIDADES AL ANTERIOR QUE 
INEXCUSABLEMENTE DESACATÓ EL FALLO. 
 
El artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé 
consecuencias de naturaleza excepcional para el servidor público que incumpla una ejecutoria 
emitida en un juicio de amparo, consistentes en la separación de su cargo así como su 
consignación ante el Juez de Distrito para que sea juzgado por la desobediencia cometida 
conforme a lo previsto en la ley penal aplicable en materia federal. Ahora bien, el hecho de que el 
nuevo titular de la autoridad responsable acredite haber dado cumplimiento al fallo protector, no 
implica que se condone la contumacia del anterior titular que inexcusablemente entorpeció o 
retardó el acatamiento de la sentencia de amparo -esto es, aquel cuya conducta revele la 
intención de eludir dicho cumplimiento-, ni que se le exima de responsabilidades ante el correcto 
actuar de quien lo relevó en el cargo, pues el efecto de ese cumplimiento se limita únicamente a 
que no se aplique a éste lo señalado en el citado precepto constitucional. Esto es así, ya que la 
finalidad de las sanciones aludidas en el referido precepto no es sólo punitiva, sino además, 
ejemplar y preventiva, por lo que no es dable que queden impunes las conductas de los anteriores 
servidores públicos tendientes a evadir el debido acatamiento a tales sentencias. Admitir lo 
contrario, implicaría burlar el riguroso sistema que la Constitución General y la Ley de Amparo 
establecen para salvaguardar la eficacia de las sentencias de amparo, lo que explica que cuando el 
titular de una autoridad, cualquiera que sea, haya desacatado una sentencia de amparo, proceda 
consignarla ante el Juez respectivo para que sea sancionada, independientemente de que ya no 
ocupe el cargo y de que quien lo suceda cumpla el fallo protector. 
 
Incidente de inejecución de sentencia 860/2013. Ranulfo Arreola Zavala. 19 de noviembre de 
2013. Mayoría de seis votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío 
Díaz, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán y Juan N. Silva 
Meza; votaron en contra: Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, 
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Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero. 
 
El Tribunal Pleno, el veintisiete de febrero en curso, aprobó con el número VIII/2014 (10a.), la tesis 
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintisiete de febrero de dos mil catorce. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de marzo de 2014 a las 09:53 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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